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VENEZUELA

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 110/06
CASO 12.555

SEBASTIÁN ECHANIZ ALCORTA Y JUAN VÍCTOR GALARZA MENDIOLA 

(Venezuela)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Sebastián Echaniz Alcorta y Juan Víctor Galarza Mendiola
Peticionario (s): José Ramón Ortuondo, Marino Alvarado Betancourt, Joseba Agudo Manzisidor, Programa Venezolano de Educacion Accion en Derechos Humanos (PROVEA)

Estado: Venezuela

Informe de Admisibilidad Nº.: 37/06, publicado el 15 de marzo de 2006
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 110/06, publicado el 21 de octubre de 2006

Relatoría vinculada: Derecho de los Migrantes

Temas: Integridad personal/ Libertad personal/ Garantías judiciales/ Protección de la honra y de la dignidad/ Protección a la familia/ Circulación y de residencia/ Igualdad ante la ley/  Protección judicial
Hechos: El 26 de noviembre de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una petición presentada por Josefa Agudo Manzisidor, Marino Alvarado y José Ramón Ortuondo contra el Estado venezolano por la presunta deportación ilegítima de su representado el señor Juan Víctor Galarza Mendiola de origen vasco y de nacionalidad española, deportado de la República Bolivariana de Venezuela a España el 2 de junio de 2002. El 9 de junio de 2003, la Comisión recibió una petición presentada por los mismos peticionarios contra el Estado venezolano por la presunta deportación ilegítima del señor Juan Víctor Galarza de origen vasco y de nacionalidad española deportado de Venezuela a España el 16 de diciembre de 2002 en la cual se alegaba la responsabilidad del Estado venezolano.  El 17 de marzo de 2004, la Comisión informó a las partes su decisión de acumular ambas peticiones en conformidad con los establecido en el artículo 40(2) de su Reglamento y proseguir con la tramitación de ambas peticiones bajo el expediente No. P562/03.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el caso de autos y que la petición era admisible con relación a los artículos 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (derecho a garantías judiciales), 11 (protección de la honra y de la dignidad), 17 (protección a la familia), 22 (derecho de circulación y de residencia), 24 (igualdad ante la ley)  y 25 (derecho a protección judicial) de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 9 de noviembre de 2007, noviembre de 2008, 13 de noviembre de 2009, 19 de noviembre de 2010, 25 de octubre de 2011, 16 de noviembre de 2012, 4 de octubre 2013, 25 de noviembre de 2014, 5 de octubre de 2015, 12 de octubre de 2016, 23 de agosto de 2017 y 1 de agosto de 2018.
2. El Estado no ha presentado información actualizada desde el 27 de diciembre de 2010. 

3. Por su parte, los peticionarios no han presentado información desde el 8 de diciembre de 2007.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	El Estado venezolano acepta su responsabilidad internacional por violación de los derechos humanos de los ciudadanos vascos Juan Víctor Galarza Mendiola y Sebastián Echaniz Alcorta, al haber procedido a realizar una deportación ilegal y entrega ilegal al Estado español.
	Cláusula declarativa

	El Estado de Venezuela reconoce que en caso de solicitud de extradición de un extranjero requerido por la justicia de otro país, debe aplicarse el procedimiento de extradición. En tal sentido, se compromete de manera inequívoca a no emplear ni recurrir a ninguna vía contraria al derecho nacional e internacional que sustituya los mecanismos legales de procedimientos de devolución de cualquier extranjero. Con fundamento en lo anteriormente expresado, el Estado de Venezuela acepta que los procedimientos de expulsión no se emplearán para casos de personas que tienen causas penales pendientes en sus países de origen y procesará con el debido respeto a las garantías judiciales, las solicitudes de extradición que le sean requeridas de conformidad con el ordenamiento jurídico nacional y las normas internacionales. En este sentido, no procederá a la devolución de personas a Estados donde puedan sufrir riesgo de tortura, malos tratos, violaciones al debido proceso o donde puedan verse perjudicadas en razón de su ideología, raza, creencia religiosa y condición sexual.
	Cláusula declarativa

	La cuantía por el daño moral a Juan Víctor Galarza Mendiola será de cincuenta mil (50.000) euros, a pagar a más tardar a los 90 días de firmado el presente acuerdo de solución amistosa con una prórroga de 30 días. A su esposa María José Ugalde la cantidad de treinta y cinco (35.000) euros y a su pequeña hija Haizea Galarza la cantidad de siete mil (7.000) euros. Su no pago en este plazo acarreará al Estado el debido pago de la mora respectiva.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	La cuantía por el daño material referido al lucro cesante como al daño emergente a  Juan Víctor Galarza Mendiola y a su familia será de cuarenta mil (40.000) euros, a pagar más tardar a los 90 días de firmado el presente acuerdo de solución amistosa con una prórroga de 30 días. Su no pago en este plazo acarreará al Estado el debido pago de la mora respectiva.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	En el caso de Sebastián Echaniz Alcorta y su concubina, la indemnización de daño moral será por los sufrimientos causados a su persona y familiares como consecuencia de los años privados de libertad que ya ha cumplido y los que cumpla a futuro, de las torturas recibidas, de la expulsión ilegal, de la inestabilidad económica causada y de la inestabilidad familiar causada. Igualmente una indemnización por lucro cesante por los daños causados al cercenarle un ingreso mensual producto de su trabajo diario el cual gozaba para el momento de su detención y posterior deportación ilegal así como por el daño emergente, referido al desplazamiento forzado de su concubina al Estado español y a las visitas que la misma ha tenido que realizar a distintas prisiones españolas en los casi cuatro años que lleva en prisión más los que aún tiene por cumplir.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	La cuantía por el daño moral a Sebastián Echaniz Alcorta será de setenta y cinco mil (75.000) euros a pagar más tardar a los 90 días de firmado el presente acuerdo de solución amistosa con una prórroga de 30 días. La indemnización por el daño moral de la concubina María Aranzazu Plazaola Echaniz será por la cantidad de veinticinco mil (25.000) euros. Su no pago en este plazo acarreará al Estado el debido pago de la mora respectiva.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	La cuantía por el daño material referido al lucro cesante por los años en prisión y los que permanecerá, así como el daño emergente a Sebastián Echaniz Alcorta y a su concubina será de noventa y tres mil (93.000) euros, a pagar más tardar a los 90 días de firmado el presente acuerdo de solución amistosa con una prórroga de 30 días. Su no pago en este plazo acarreará al Estado el debido pago de la mora respectiva.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	Igualmente el Estado venezolano, reconociendo que la señora Maria Aranzazu Plazaola Echaniz, dependía en lo esencia de los ingresos de su concubino se compromete a garantizar a la misma una pensión mensual de setecientos (750) euros, a la que habrá que aplicar cada el año el Índice de Precios al Consumo (IPC) de su lugar de origen, por todo el tiempo en que su concubino se encuentre privado de libertad, la cual le será transferida mensualmente a una cuenta bancaria que será abierta por la beneficiaria en el Estado español.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	· Realizar ante las autoridades españolas pertinentes las gestiones que sean adecuadas y estén a su alcance para que el ciudadano Sebastián Echaniz Alcorta pueda cumplir la privación de libertad a la cual está sometido en un recinto carcelario cercano a su lugar de origen, tal como establecen las normas internacionales.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	· Visitar como mínimo dos veces al año a Sebastián Echaniz Alcorta en la cárcel donde se encuentre, para cerciorarse de su situación carcelaria, conocer su estado de salud físico y psíquico y atender cualquier reclamo que realice con respecto a la actuación de funcionarios penitenciarios. El organismo competente del Estado deberá entregar a los peticionarios y familiares un informe de cada visita, a más tardar treinta días después de realizada la visita.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 



	- Garantizar todos aquellos gastos de atención médica que el Estado español no garantice, durante todo el tiempo que permanezca privado de libertad.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 

	· El Estado de Venezuela se compromete a publicar el presente acuerdo de solución amistosa en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela y en un periódico de circulación nacional.
	Incumplido
	Incumplimiento: aquella recomendación/ o cláusula de ASA en la que por la conducta del Estado resultó imposible su cumplimiento o que el Estado explícitamente ha indicado que no cumplirá con la medida. 


IV. Análisis relativo a la información proporcionada

4. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el presente año.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 
6. Desde la publicación del acuerdo de solución amistosa, el 21 de octubre de 2006, la CIDH ha realizado el seguimiento del cumplimiento de las cláusulas acordadas por las partes en el Capítulo II D del Informe Anual presentado a la Asamblea General de la OEA. Para lo que ha solicitado información a ambas partes en 12 ocasiones, los días 9 de noviembre de 2007, noviembre de 2008, 13 de noviembre de 2009, 19 de noviembre de 2010, 25 de octubre de 2011, 16 de noviembre de 2012, 4 de octubre 2013, 25 de noviembre de 2014, 5 de octubre de 2015, 12 de octubre de 2016, 23 de agosto de 2017 y 1 de agosto de 2018. Sin que a la fecha las partes hayan presentado información actualizada sobre el nivel de cumplimiento de lo acordado. 
7. La última comunicación recibida de la parte peticionaria fue de fecha 8 de diciembre de 2007, en la cual se indicó que el Estado realizó una expresa admisión de haber violado a las víctimas los derechos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos; que el Estado incumplió cada una de las partes del acuerdo al haber declarado públicamente que desconocía el mismo y al haber descalificado de manera pública a la Agente del Estado firmante al decir que ésta no tenía competencia para asumir tal compromiso. Finalmente, los peticionarios indicaron que la falta de voluntad de cumplir con el acuerdo se verificó en las comunicaciones remitidas por el Estado a la CIDH de fechas 11 de diciembre de 2006 y 7 de agosto de 2007 mediante las cuales el Estado manifestó expresamente su posición de no seguir con el proceso de solución amistosa. La parte peticionaria no ha vuelto a presentar información actualizada en 11 años, a pesar de las solicitudes de información de la Comisión para valorar el cumplimiento del acuerdo. En 2018, la Secretaría Ejecutiva desplegó, sin éxito, acciones personalizadas para impulsar una respuesta de la parte peticionaria. Sin embargo, todos los esfuerzos fueron infructuosos. 
8. El 27 de diciembre de 2010, la CIDH recibió la última comunicación del Estado, mediante la cual reiteró la comunicación presentada el 30  de junio de 2007, en la que informó que “en base al artículo 41 del Reglamente de la Comisión
, el Estado venezolano había decidido no continuar con el proceso de solución amistosa”, ratificó su posición al respecto e indicó que esperaba que la CIDH entendiera que el caso había producido fricciones con el gobierno de español, “por actuaciones inconsultas de la doctora María Auxiliadora Monagas, que tenía las funciones de Agente del Estado para los Derechos Humanos en aquella oportunidad”. Desde entonces, la CIDH no recibió ningún tipo de información por parte del Estado, pese a las múltiples solicitudes de información realizadas.   

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
9. La Comisión observa que no han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación, hace 12 años. Por lo que el día 8 de enero de 2019, la CIDH decidió, de conformidad con el artículo 42 y 48 de su Reglamento, cesar el seguimiento del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa y cerrar el asunto dejando constancia en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, que el acuerdo de solución amistosa se encuentra pendiente de cumplimiento. 

10. En consecuencia, la CIDH considera que el Estado no cumplió con las medidas consagradas en el acuerdo de solución amistosa y por lo tanto las mismas se encuentran pendientes de cumplimiento. El acuerdo de solución amistosa se encuentra pendiente de cumplimiento. 

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 32/12
CASO 11.706
PUEBLO INDÍGENA YANOMAMI DE HAXIMÚ 
(Venezuela)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Pueblo indígena Yanomami de Haximú

Peticionario (s): Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), José Miguel Vivanco (HRW/Américas), Programa Venezolano de Educación Acción en Derechos Humanos (PROVEA) 

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 32/12, publicado el 20 de marzo de 2012

Relatoría vinculada: Pueblos indígenas

Temas: Pueblos indígenas/ Derecho a la vida/ Circulación y de residencia/ Igualdad ante la ley/ Protección judicial/ Investigación 
Hechos: El caso se relaciona con la responsabilidad internacional de la República Bolivariana de Venezuela por el asesinato de 16 indígenas Yanomami de la región de Haximú, ocurrido entre los meses de junio y julio de 1993; por no haber impedido de modo efectivo la presencia de garimpeiros  en el territorio Yanomami; y por la falta de investigación, procesamiento y sanción de los responsables. 

Derechos alegados: El peticionario alegó la violación del artículo 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a garantías judiciales), 21 (derecho a la propiedad privada), 22 (derecho de circulación y de residencia), 24 (igualdad ante la ley)  y 25 (derecho a protección judicial) de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 8 de octubre de 2013, 5 de octubre de 2015, 12 de octubre de 2016, 23 de agosto de 2017 y 30 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información el 19 de octubre de 2017 y  30 de enero de 2018.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 25 de noviembre de 2014 y 30 de enero de 2018. 
4. El 2 de octubre de 2018, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el fin de impulsar el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo de solución amistosa.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1. 
Sobre vigilancia y control del área Yanomami. 

El Estado se compromete a promover la suscripción de un acuerdo con el gobierno de Brasil, a fin de establecer un Plan de Vigilancia y Control Conjunto y Permanente, para monitorear y controlar la entrada de garimpeiros y la minería ilegal en el área Yanomami.
	Parcial
	En el informe de homologación, la Comisión reconoció la voluntad del Estado de Venezuela de cumplir el compromiso de vigilar y controlar el área Yanomami, al elaborar e implementar el Plan Estratégico Nacional para la Defensa, Desarrollo y Consolidación del Sur (PENDDCS), el cual tiene por objetivo, intensificar la presencia de las fuerzas armadas, en la región sur del país, en los Estado de Apure, Amazonas, Bolívar y Delta Amacuro, y los límites fronterizos con Brasil, Colombia y Guyana, mejorando la seguridad, protección, salud y educación de 34 etnias indígenas y la población que habita en la región.

Los peticionarios expresaron su preocupación por la presunta falta de vigilancia y control de entrada ilegal de garimpeiros en la zona, así como por la proliferación de la minería ilegal, manifestando que tanto los primeros, como los segundos, estarían entrando con la complicidad de la Fuerza Armada y la Guardería Ambiental. Alegan los peticionarios que dichos hechos han tenido efectos negativos sobre la comunidad, ya que habrían representado grandes amenazas a la integridad y vida del pueblo Yanomami, contaminación del río Atabapo, alteración del ecosistema fluvial de la zona, introducción y expansión de enfermedades endémicas, delincuencia organizada, diversas formas de violencia contra las mujeres indígenas y tráfico de sustancias. Por lo anterior, los peticionarios afirmaron que el Estado venezolano sigue adoleciendo de políticas y medidas acertadas que permitan el control de la entrada ilegal de Garimpeiros, así como de políticas certeras para controlar la corrupción de integrantes de la Fuerza Armada que contribuyen a la permanencia y crecimiento de la minería ilegal en la zona. 

El 30 de enero de 2018, la parte peticionaria informó que luego de transcurridos 22 años desde que ocurrió la masacre, la situación en el área persiste debido a la existencia de minería ilegal, la presencia de garimpeiros en el territorio y la existencia de pistas de aterrizaje a lo largo de la frontera con Brasil. Asimismo, indicaron que debido a la falta de políticas que permitan controlar la corrupción de miembros de las Fuerzas Armadas  y de medidas controlen la entrada de la minería ilegal a la zona, en la actualidad los Garimpeiros no solo entran por la frontera con Brasil, sino también por la frontera con Colombia. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida continua siendo parcial.

	2. 
Sobre la situación de salud del Pueblo Yanomami. 

· El Estado se compromete: a diseñar, financiar y poner en funcionamiento, a través del Ministerio de Sanidad y en Coordinación con el Consejo Regional de Salud del Estado Amazonas, un Programa Integral de Salud dirigido al Pueblo Yanomami, para enfrentar la grave problemática sanitaria de la zona. El programa incluirá, entre otros aspectos, la construcción de infraestructura, la dotación de equipos médicos y la capacitación de miembros de la etnia.

•
El Estado se compromete a destinar un presupuesto anual administrado por el Consejo Regional de Salud para la ejecución del Programa adoptado.
	Parcial
	En el informe de homologación, la Comisión reconoció la voluntad del Estado de Venezuela de mejorar la situación de la salud del pueblo Yanomami, al elaborar, financiar y ejecutar de manera progresiva el Plan de Salud Yanomami  e implementar complementariamente el Programa de Apoyo Sierra Unturán , el Proyecto Cadena de Frío  y Programa Intercultural de Salud con los Pueblos y Comunidades Indígenas de Venezuela

Los peticionarios, por su parte, reconocieron avances importantes y cuestiones que deben aún ser fortalecidas en el marco del desarrollo del Plan de Salud Yanomami que se viene implementando desde 2005 en el Municipio del Alto Orinoco, estado de Amazonas.  

Indicaron que a partir de 2005 se evidenció una recuperación importante de la red ambulatoria del Distrito Sanitario del Alto Orinoco.  Indicaron que para enero de 2007 el número de médicos fue incrementado a ocho, por lo que reconocen como positivas las medidas adoptadas por el Estado orientadas a asegurar una mayor cobertura de los servicios de atención primaria en beneficio de los Yanomami.  Indicaron que hubo un mayor número de jornadas de vacunación y la resolución expedita de fallas en la red ambulatoria operativa.  

Asimismo, indicaron que se permitió penetraciones en zonas de mediano y difícil acceso y una visita a la comunidad de Haximú en 2006.  Sin perjuicio de esto, indicaron que se seguían evidenciando problemas respecto a la accesibilidad a los servicios de salud por lo que se requiere el fortalecimiento de la coordinación, monitoreo y seguimiento del Plan de Salud.

Los peticionarios manifestaron que pese a los avances reconocidos por la CIDH frente a este tema, han constatado algunos retrocesos: falta continua y permanente de personal de salud adecuado en las zonas rurales y su constante rotación; falta de continuidad en los tratamientos médicos lo que dificulta la erradicación eficaz de epidemias;  aumento de la tasa de mortalidad en el año 2013 por enfermedades infecciosas como malaria, neumonía y tuberculosis; falta de transporte adecuado que permita la llegada a las zonas de difícil acceso y falta de dotación de equipos médicos idóneos para tratar la crisis de salud descrita; necesidad de continuar con las capacitaciones a los miembros de la etnia como “Agentes Comunitarios Yanomami en Atención Primaria en Salud”, especialmente se pide que los esfuerzos realizados hasta el momento sean acompañados de mayor seguimiento por parte de las instituciones, así como de mayor provisión de medicamentos e insumos necesarios para que puedan cumplir con su tarea; finalmente, los peticionarios afirman que el Plan de Saludo Yanomami no cuenta en la actualidad con presupuesto suficiente.  

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 19 de octubre de 2017, el Estado informó que, en relación al Programa Integral de Salud, en el año 2004 creó la Dirección Nacional de Salud Indígena en Caracas; en el año 2005 se instaló la Oficina del Plan de Salud Yanomami (PSY) en Puerto Ayacucho; en el año 2006 se inició el Programa de Sustitución de Nuevas Tribus; en el año 2008 el Estado suscribió la Resolución CD48/10 de la Organización Panamericana de la Salud (OPS), mediante la cual es Estado se comprometió a la eliminación de toda morbilidad ocular atribuible a oncocercosis y a interrumpir la trasmisión de la enfermedad; en el año 2009 el Estado suscribió la Resolución CD49.R19 de la OPS, sobre la eliminación de las Enfermedades Infecciosas Desatendidas (EID) y otras enfermedades relacionadas con la pobreza, para el período 2008-2015. En el año 2010, el Estado desmontó un campamento de minería ilegal “garimpo”, prestó atención integral en salud a la comunidad Yanomami e inició un programa de visitas regulares. En el año 2012, se graduó la segunda promoción de Agentes Yanomami de Atención Primaria de Salud. En el año 2013, la Ministra de Salud viajó al Alto Orinoco y aprobó 40 horas trimestrales de vuelo en helicóptero para realizar atención a las comunidades Yanomami en la frontera con Brasil. En el 2014, el Estado firmó un Memorando de Entendimiento con Brasil para la atención integral de salud en las comunidades Yanomami ubicadas en la zona fronteriza. En el 2015, el Estado aprobó una nueva propuesta de plan de salud Yanomami. En septiembre de 2016, el Estado suscribió la Resolución CD55/15 del Consejo Directivo de la Organización Mundial de la Salud (OMS), para la eliminación o control de las enfermedades infecciosas desatendidas para el período 2016-2022.

Adicionalmente, el Estado venezolano informó que debido a las medidas tomadas por el Gobierno con el apoyo de la población Yanomami y a la aplicación de tecnología de biología molecular, se interrumpió la transmisión de la oncocercosis en el área y estimó que el 75% de la comunidad Yanomami vive en áreas sin riesgo de infección.  En cuanto a la incorporación de nuevas comunidades al Sistema de Salud, el Estado informó que gracias a los vuelos de helicóptero y a las imágenes satelitales se logró identificar e incorporar al sistema a 4.768 yanomamis, por lo que en la actualidad 15.040 yanomamis forman parte del sistema de salud. Asimismo, el Estado informó que se realizan operativos regulares que movilizan aproximadamente a setenta trabajadores de salud en las zonas de más difícil acceso del estado Amazonas, por lo que se ha logrado realizar el diagnóstico, vacunación y tratamiento de personas con malaria y oncocercosis. Dicha información fue trasladada a los peticionarios.

El 30 de enero de 2018, la parte peticionaria reiteró la información presentada con antelación e indicó que pese a algunos avances que se habían logrado para dar cumplimiento a lo acordado, como la creación del Plan de Salud Yanomami y la firma del acuerdo binacional entre Venezuela y Brasil, el cual se firmó en febrero del año 2015, en aras de fortalecer el Programa de Eliminación de Oncocerosis. En los últimos años la comunidad ha tenido que enfrentar hechos de violencia; retención de productos destinados a las actividades tradicionales como caza, pesca agricultura y recolección; falta de presupuesto; falta de conocimiento de las autoridades sobre la existencia del Plan; falta de insumos, equipos médicos y profesionales de la salud para diagnosticar y posteriormente tratar la malaria; falta de acceso a la registros y estadísticas epidemiológicas oficiales; entre otros. 

Adicionalmente, la parte peticionaria manifestó que pese a todos los esfuerzos realizados, desde el 2015 no ha logrado reunirse nuevamente con la Vicepresidencia de la República para plantear las problemáticas que afectan a la comunidad. En relación con las capacitaciones de miembros de la etnia para que puedan brindar atención primaria en sus poblaciones, los peticionarios han reconocido que desde el 2012 se han realizado varios cursos en lengua Yanomami, los cuales serían positivos se siguieran dictando.  

El 22 de octubre de 2018, el Estado reiteró la información proporcionada con anterioridad y presentó informe de la Dirección de Salud Indígena Intercultural y Terapias Complementarias, Servicio Autónomo Centro Amazónico de Investigación y Control de Enfermedades Tropicales “Simón Bolívar” (SACAICET), Plan de Salud Yanomami. En el cual da cuenta de los logros alcanzados por el Plan de Salud desde el año 2005 al 2018. El Estado resaltó que en el presente año prestó atención integral en salud a 353 comunidades yanomami en tres municipios del estado Amazonas y uno del Alto Caura. Atendiendo por vía fluvial y aérea a una población de 16.379 yanomamis. Indicó que el Programa de Eliminación de la Oncocercosis en Foco Sur de Venezuela logró prestar atención en salud a 12.993 yanomami, obteniéndose una cobertura de 92,29%.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida continua siendo parcial.

	3. 
Sobre la investigación judicial de la masacre. 

•
El Estado se compromete a hacer un seguimiento de la investigación judicial sobre el proceso penal que se adelanta en Brasil, a fin de que se establezcan las responsabilidades y se apliquen las sanciones penales correspondientes.

•
El Estado se compromete a comunicar periódicamente a la Comisión Interamericana y a los peticionarios sobre las gestiones adelantadas y el Estado del proceso judicial en Brasil.
	Total


	4. 
Sobre las medidas legislativas de protección de los pueblos indígenas. 

•
El Gobierno se compromete a estudiar y promover la ratificación del Convenio N° 169 de la OIT, Sobre Protección de Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, que actualmente está en el Congreso de la República para su aprobación.
	Total


	5.
Sobre la designación de un experto en materia indígena.

•
El Estado se compromete a designar, en consulta con los peticionarios, un experto en materia indígena, a los efectos de ejecutar los puntos materia del acuerdo.
	Total



IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años.
8. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas parcialmente cumplidas, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.

9. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta a las partes a suministrar información sobre los puntos 1 y 2. 

IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados estructurales del caso:

· El Estado elaboró y comenzó a implementar el Plan Estratégico Nacional para la Defensa, Desarrollo y Consolidación del Sur (PENDDCS), el cual tiene por objetivo, intensificar la presencia de las fuerzas armadas, en la región sur del país, en los Estado de Apure, Amazonas, Bolívar y Delta Amacuro, y los límites fronterizos con Brasil, Colombia y Guyana, mejorando la seguridad, protección, salud y educación de 34 etnias indígenas y la población que habita en la región.

· El Estado elaboró, financiar y comenzó a ejecutar de manera progresiva el Plan de Salud Yanomami, complementariamente con el Programa de Apoyo Sierra Unturán, el Proyecto Cadena de Frío  y Programa Intercultural de Salud con los Pueblos y Comunidades Indígenas de Venezuela.

· El Estado realizó mejoras de la infraestructura sanitaria en el Hospital Tipo II Dr. José Gregorio Hernández, del Estado de Amazonas, Puerto Ayacucho; la recuperación de la red ambulatoria  y el incremento del personal médico y de asistencia  en el Distrito Sanitario Alto Orinoco; la instalación de la Oficinas de Salud Indígena para la atención de pacientes indígenas a través de facilitadores bilingües, en el Servicio Autónomo del Hospital Universitario de Maracaibo (SAHUM), en el Hospital Ruiz y Pez en ciudad Bolívar, en el Hospital Luis Razzeti en Tucupita  y en el hospital Dr. José Gregorio Hernández; implementó casas de Hospedaje Intercultural en el Sector de Cardozo, en ciudad Bolívar  y Puerto Ayacucho.
· El Estado suministró medicamentos a las comunidades indígenas del municipio Alto Orinoco, Amazonas; municipio Machiques de Perija, Zulia; municipio Rómulo Gallegos, Apure; Estado Delta Anacaro, Monagas, Anzoátegui y Zulia, Misión Guacaipuro; municipio Gran Sabana y Piar, Bolívar; Pueblos Indígenas de Estado Monagas; municipio Gran Sabana Bolívar; municipio Achaguas, Muñoz, Páez, Pedro Camejo; municipios Cedeño y Gran Sabana, Estado Bolívar.
·  El Estado realizó la ampliación de la cobertura del sistema de salud a comunidades indígenas de la zona del Delgado Chalbaud y a las comunidades Yanomami del bajo Siapa en el municipio Rió Negro del Estado Amazonas.
· El Estado realizó de diferentes operativos y visitas a cargo de un equipo multidisciplinario del Ministerio de Salud a través del Programa de Salud Visual, Coordinación de Salud Indígena, para tratar afecciones oftalmológicas, odontológicas y atención médica integral e intercultural en diferentes comunidades indígenas.
·  El Estado desarrolló el Plan Estratégico de Inmunización de la fiebre amarilla en el Estado de Bolívar en conjunto con el programa Ampliado de Inmunización del Ministerio de Salud.
· El Estado implementó los siguientes cursos de capacitación y formación: “Curso de Inducción para Médicos en poblaciones Indígenas”, “Post-grado en Medicina General (MGI), Odontología General Integral (OGI) de la Misión Barrio Adentro y Post-grado de Epidemiología en el Instituto de Altos estudios de Salud Pública (IAESP), Especialidad de Gestión en Salud Pública IAESP/Ministerio de Salud”; “Programa de Formación Intercultural de Asistencia Indígena de Atención en Salud”, “Programa de Formación de Médico Integral Comunitario”, “Cursos de Interculturalidad en Salud”, y por último.
·  El Estado creó una Oficina de Coordinación del Plan de Salud Yanomami, que incluye: un Coordinador General, Coordinador Médico, Coordinador de Formación, Coordinador de Logística y asistencia de investigación y monitoreo de intervenciones en salud.
· Se realizó la investigación judicial de la mascare.
· Estado ratificó el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, el 22 de mayo de 2002.
· El Estado designó un experto en materia indígena para la ejecución del Plan de Salud Yanomami la Oficina de Coordinación del Plan de Salud Indígena  y el Ministerio del Poder Popular para los Pueblos Indígenas.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 63/13
CASO 12.473
JESÚS MANUEL NARANJO CÁRDENAS Y OTROS 
(Venezuela)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Jesús Manuel Naranjo Cárdenas y otros
Peticionario (s): Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), Programa Venezolano de Educación Acción en Derechos Humanos (PROVEA)

Estado: Venezuela

Informe de Admisibilidad Nº: 70/04, publicado el 13 de octubre de 2004 
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 63/13, publicado el 16 de julio de 2013

Relatoría vinculada: DESCA
Temas: Propiedad privada/ Protección judicial
Hechos: El caso versa sobre la alegada responsabilidad de la República Bolivariana de Venezuela por el incumplimiento de dos fallos judiciales dictados por tribunales internos en los que se ampara el derecho a la seguridad social de las 18 presuntas víctimas. Las víctimas alegaron haber agotado los recursos internos establecidos en la legislación venezolana a través de la interposición de un recurso de amparo que fue fallado a su favor por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia del Trabajo del Área Metropolitana de Caracas y confirmado por el Juzgado Superior Tercero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas.
Derechos alegados: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y declaró que la petición era admisible respecto a los artículos 21 (Derecho a la Propiedad Privada)  y 25 (Protección Judicial), en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana y decidió notificar a las partes y publicar el informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada al Estado el 1 de octubre de 2015, 12 de octubre de 2016, 23 de agosto de 2017, 
2. El Estado proporcionó información el 19 de octubre de 2017.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 25 de agosto de 2015.

III.  ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1. Pagar a las 18 personas jubiladas y a sus herederos, cuando sea el caso, el ciento por ciento de las pensiones adeudadas hasta la fecha de la cancelación.
	Total 2018
	En el informe de homologación, se estableció que el Estado viene cumpliendo de manera constante y puntual con los pagos mensuales de jubilación y pensión a favor de las víctimas del caso. No obstante, la Comisión decidió seguir dándole seguimiento a todos los puntos del acuerdo.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 25 de agosto de 2015, los peticionarios confirmaron que las personas beneficiarias han recibido los pagos mensualmente, los que se depositan en su cuenta bancaria individualizada en un banco estatal. Dicho desembolso se ha realizado de manera constante y puntual desde que recibieron su primera mensualidad.

La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	2.  Adoptar un mecanismo que le permita [a] las víctimas y sobrevivientes cobrar a futuro sus pensiones de jubilación a partir del momento del pago de lo adeudado, de conformidad con la legislación venezolana.


	Total 2018
	En el informe de homologación, se estableció que el Estado viene cumpliendo de manera constante y puntual con los pagos mensuales de jubilación y pensión a favor de las víctimas del caso. No obstante, la Comisión decidió seguir dándole seguimiento a todos los puntos del acuerdo.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 25 de agosto de 2015, los peticionarios confirmaron que las personas beneficiarias han recibido los pagos mensualmente, los que se depositan en su cuenta bancaria individualizada en un banco estatal. Dicho desembolso se ha realizado de manera constante y puntual desde que recibieron su primera mensualidad.

La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	3. El pago de seis mil dólares americanos ($6.000) o su equivalente en Bolívares, por concepto de indemnización de daños morales y materiales a cada una de las víctimas y sus familiares. Para el cumplimiento de esta reparación el Estado podrá requerir un lapso de dos meses adicionales al término anteriormente establecido.


	Total

	En el informe de homologación, se estableció que en comunicaciones del 25 de julio de 2011 y el 7 de junio de 2012 los peticionarios informaron que el Estado de Venezuela habría cumplido con los aspectos fundamentales del acuerdo. En particular, en cuanto a los compromisos de carácter pecuniario, indicaron que las personas beneficiarias de pagos de jubilación y pensión habrían estado recibiendo los pagos acordados mensualmente; los cuales están siendo depositados en una cuenta bancaria individualizada en el Banco de Venezuela. Informaron que dichos pagos se vienen realizando de manera constante y puntual desde que recibieron su primera mensualidad. Asimismo, indicaron que a los beneficiarios de dichas medidas, se les extendieron algunos beneficios de los cuales gozan los jubilados del Ministerio de Finanzas, órgano al cual se les adscribió de mutuo acuerdo.

La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	4. 
Adelantar medidas orientadas a satisfacer las peticiones de carácter no pecuniario de tal manera que se garantice el desagravio por parte del Estado de las víctimas y sus familiares. Que consisten en:

a) El reconocimiento de responsabilidad internacional del Estado venezolano de la violación de los derechos humanos ocurrida durante el año 1992 a raíz de la privatización de la empresa VIASA, habiendo afectado derechos adquiridos por las personas jubiladas, y el reconocimiento del Presidente Hugo Chávez Frías de solucionar la situación.

b) Publicar en un diario de circulación nacional el desagravio a las personas jubiladas y sus familiares.

c) Realizar un programa especial de televisión  en el canal oficial de mayor cobertura a nivel nacional en homenaje del jubilado fallecido Jesús Manuel Naranjo, Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores Jubilados y Pensionados de VIASA, y en reconocimiento a la perseverancia de los jubilados a la lucha por sus derechos.

d) Realizar un programa educativo en donde se dé a conocer los derechos y beneficios que le asisten a las personas jubiladas en Venezuela.
	Parcial
	En el informe de homologación, los peticionarios indicaron que el Estado no ha cumplido con los compromisos sobre reconocimiento de responsabilidad y programas televisivos.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en el 2015, los peticionarios indicaron que el Estado no ha cumplido con los compromisos sobre reconocimiento de responsabilidad y programas televisivos establecidos en el punto 4 del acuerdo. Por lo anterior, la CIDH continuara supervisando dicha cláusula.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 19 de octubre de 2017,  el Estado se refirió a los incisos 4c) y 4d), y reiteró su compromiso y disposición para dar cumplimiento a lo acordado. El Estado indicó que el Ministerio del Poder Popular para la Comunicación e Información designó a la Gerencia de Programas de Venezolana de Televisión como responsable de realizar la difusión del programa televisivo. Asimismo, el Estado informó que se puso en contacto con el representante de los peticionarios para realizar las gestiones necesarias para la producción del programa.

Las partes no han presentado información en el 2018. Dado que la Comisión no cuenta con suficientes elementos para valorar el cumplimiento de la medida, se estima que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial. 




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el presente año.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. Adicionalmente, observa que la parte peticionaria ha reconocido en reiteradas ocasiones que el Estado ha realizado los pagos de las pensiones adeudadas a las 18 personas jubiladas o/a sus herederos; así como las pensiones a futuro, las cuales se han pagado de forma mensual en una cuenta bancara individualizada en un banco estatal desde la homologación del acuerdo en el año 2016. Por lo que declara el cumplimiento total de la cláusula 1 y 2 del acuerdo de solución amistosa,  e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento del último punto pendiente del acuerdo de solución amistosa.

7. Por lo anterior, la Comisión concluye que el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa es parcial y en consecuencia seguirá supervisando el punto 4 del acuerdo de solución amistosa. 
IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso:

· El Estado canceló la totalidad de las pensiones adeudadas.

· El Estado canceló la indemnización de daños morales y materiales a cada una de las víctimas y sus familiares.

� Artículo 41. Desistimiento: El peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión. La manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente, o podrá proseguir el trámite en interés de proteger un derecho determinado.


� Informe No. 32/12, Petición 11.706, Pueblo indígena Yanomami de Haximú, 20 de marzo de 2012, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� Informe No. 32/12, Petición 11.706, Pueblo indígena Yanomami de Haximú, 20 de marzo de 2012, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� Informe No. 32/12, Petición 11.706, Pueblo indígena Yanomami de Haximú, 20 de marzo de 2012, disponible en: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp" �http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/amistosas.asp�


� CIDH, Informe No. 63/13, Caso 12.473, Solución Amistosa, Jesús Manuel Cárdenas y otros, 16 de julio de 2013.
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